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Querría empezar por agradecer la invitación de las autoridades del Ministerio de 

Educación de la Nación a participar en esta jornada de debate sobre las políticas de evaluación educativa en la región, para la que se me ha encargado que diga alguna cosa, no sobre la evaluación, en abstracto, ni tampoco –como indica el título de esta mesa– sobre el lugar de la evaluación en las políticas educativas en general, sino sobre la perspectiva de las Universidades en torno a esta cuestión, sobre el problema del lugar de la evaluación educativa (y aquí voy a referirme específicamente a la evaluación universitaria, a la evaluación de las universidades) desde el punto de vista, digamos así, particular, de las propias instituciones universitarias. Lo cual nos sitúa de entrada ante un problema más o menos espinoso, porque la verdad del asunto es que las Universidades, por regla general y hasta no hace mucho tiempo, han tendido a ser bastante refractarias a la idea de ser sometidas a cualquier forma de evaluación de sus procedimientos o de los resultados de su acción educativa o investigativa, y especialmente a ser objeto de cualquier forma de mirada examinadora por parte del Estado, al que durante mucho tiempo se representó (y hay que decir, a la luz de la experiencia que le regalaba la historia política argentina, que no sin algo de razón) mucho más como un enemigo al que evitar o del que escabullirse que como un puntal de su propio desarrollo y de las posibilidades de cumplir con su propia misión.


Desde hace algunos años ése parece haber dejado de ser el caso, aunque tampoco habría que apurarse a subestimar el peso del fuerte componente anti-estatalista propio de una tradición liberal (liberal-reformista, podríamos decir: de una tradición que se apropia en clave liberal de la herencia de una reforma universitaria que puede articularse también, me parece, de maneras más interesantes) que está lejos de haber hecho mutis por el foro en nuestras universidades. Basta estar atentos, por ejemplo, a algunas reacciones que siguen produciendo, en muchas de nuestras instituciones, los procesos de acreditación de las carreras llamadas “de interés público”, que algunos actores de la vida de nuestras universidades querrían todavía que pudieran dictarse, en ejercicio de una presunta autonomía que, así entendida, deja de ser tal cosa para pasar a ser puro capricho y desinterés por el bien común, fuera de toda norma y de todo contralor. Por suerte, estas posiciones tienden a ser cada vez más minoritarias. De manera general, creo que puede sostenerse que la mayoría de los actores universitarios va aceptando que la autonomía que todos defendemos no puede ser sinónimo de despreocupación por la suerte de la sociedad que sostiene nuestro trabajo y que lo justifica, y que es justo y conveniente para la propia Universidad que su desempeño sea observado y evaluado por otros actores, o mejor, por otro actor –el propio Estado– diferente de ella misma.


Me parece que este cambio puede atribuirse a los movimientos que han experimentado el propio sistema universitario y la relación entre nuestros gobiernos y el sistema universitario, pero también que expresa, en este campo en particular, un cambio de representaciones más general sobre el Estado como tal. Quiero decir: que si durante los años de lo que se llamó, en nuestros países, la “transición a la democracia”, el Estado solía representársenos bajo la forma de la poderosa maquinaria represiva, asfixiante de todas las libertades y negadora de la vida misma, que había sido durante los años de las dictaduras militares, y si durante los años siguientes ese mismo Estado se nos aparecía en su ostensible articulación con las más odiosas fuerzas y poderes, internos y a menudo externos, a cuyos intereses se dedicó a servir gozosamente, y si esas dos imágenes llevaron durante esas últimas dos décadas del siglo pasado a la instalación de un extendido sentido común anti-estatalista más que justificado, el gran cambio político producido en nuestros países en los últimos diez años nos ha llevado en cambio a representarnos al Estado, más que como una amenaza a la libertad y a la autonomía, como una condición y un presupuesto de las mismas. Me parece que en el campo específico de la vida universitaria este cambio de perspectiva sobre el Estado, su misión y su lugar se expresa en una mirada de mucha mayor aceptación de las formas de intervención estatal (por ejemplo, bajo la forma de la evaluación) sobre la misma.


Lo cual, por otro lado, es la contrapartida evidente, razonable y justa de un cambio en la orientación misma de esos procesos evaluativos que se llevan adelante sobre las universidades, y que tienen un conjunto de rasgos que me gustaría comentar. El primero es que no suelen tener a las universidades como un puro objeto de una mirada externa, toda vez que incluyen siempre, como un momento de sí mismos, un proceso de autoevaluación del que las propias universidades son protagonistas. En la Argentina, por ejemplo, tanto los procesos de evaluación institucional de la CONEAU como los de evaluación de la función de investigación y desarrollo que promueve el Ministerio de Ciencia y Técnica parten de una mirada de las instituciones evaluadas sobre sí mismas que es fundamental y que por otro lado forma parte de la misma vocación introspectiva y crítica que define a la propia condición universitaria. En efecto, lo que el viejo Immanuel Kant llamaba, en su escrito sobre “El conflicto de las Facultades”, re-flexión (categoría filosófica que no indica otra cosa que el movimiento de flexionar el pensamiento sobre sí mismo para pensar al propio sujeto que lo piensa) es una operación típicamente universitaria –y necesaria, además, para una universidad que no se quiera dogmática ni necia–, y el modo en que se desarrollan entre nosotros los procesos de evaluación que las tienen por objeto y por sujeto son una ocasión extraordinaria para desarrollarla.


La segunda característica que tienen los procesos de evaluación institucional que se desarrollan entre nosotros es que, en el contexto de una política muy activa del Estado nacional para favorecer el desarrollo y la mejoría del sistema universitario y de cada una de sus instituciones, no suelen servir apenas para establecer rankings o para dejar indicado el no cumplimiento de tal o cual meta u objetivo, sino que se constituyen en puntos de partidas de programas de mejoramiento de los aspectos que han sido detectados como más frágiles o menos consistentes, programas de mejoramiento que el propio Estado nacional (con planes, con programas, con recursos) ayuda después a las universidades a implementar. En este sentido es muy evidente la distancia que separa el espíritu o la orientación general de las políticas de evaluación que se desarrollaban en los años 90, y que con razón han sido llamadas de “disciplinamiento”, del espíritu o la orientación de los procesos de evaluación de estos años más recientes, que de manera general procuran, más que condicionar el despliegue de los planes de desarrollo institucional de las universidades, o que sujetarlos a parámetros o a exigencias definidos (con criterios que en el pasado fueron muchas veces menos académicos que groseramente economicistas) en algún otro lugar, garantizar las condiciones para el desarrollo y la expansión del sistema y de cada una de sus instituciones.


Pero me gustaría señalar más bien en qué consiste la tercera característica de estos procesos de evaluación que estamos considerando, y de manera general de los procesos de evaluación que deberíamos estimular y promover, que se refiere a la manera de definir la propia calidad (que es lo que se buscan garantizar estos procesos) que se evalúa. Porque aquí me parece que hay una cuestión fundamental. Los procesos de evaluación son siempre procesos de evaluación de la calidad, pero el concepto de calidad es un concepto indeterminado y relativo, porque depende de qué es lo que la institución que se evalúa o el sistema en que está inserta sostiene como valores o procura como objetivos. No hay calidad universitaria “en sí” o como concepto abstracto: hay calidad universitaria en relación con los valores que sostiene y los objetivos que procura la universidad o el sistema universitario que se considere, y de ahí que la pregunta que aquí nos estamos formulando, que es la pregunta por la evaluación, nos conduzca a otra pregunta, mucho más general y decisiva, que es la pregunta por el sentido mismo de la universidad, o de las universidades. Y aquí sí tenemos que apuntar una transformación absolutamente decisiva que está teniendo lugar ante nuestros ojos, en estos mismos días argentinos, y sobre la que creo que es necesario que reflexionemos. Se trata, ni más ni menos, de un cambio radical en el sentido y la función de las universidades, de la universidad.


Lo voy a decir un poco bruscamente, pero creo que la idea es sustancialmente correcta: durante los cerca de 900 o 1000 años que tiene de historia, la Universidad ha sido, en Occidente, una institución dedicada sobre todo a una cosa: a formar élites. Élites clericales, élites profesionales, élites gubernamentales. Esto no está ni bien ni mal. Para eso se crearon, para eso funcionaron durante mucho tiempo: ésa era –para decirlo con esta palabra “sociológica”– su función. Pero esta función está cambiando. No de un día para otro, claro, pero es evidente que hoy la Universidad empieza a cumplir, en la Argentina, un cometido diferente, que es el de garantizar a una enorme cantidad de ciudadanos (de jóvenes, iba a decir, pero entendamos: de jóvenes en tanto que ciudadanos, en tanto que sujetos de derechos ciudadanos) lo que podemos empezar a pensar, no ya como el privilegio de formar parte de esas élites que durante tantos siglos se dedicó a formar, sino como un derecho universal, o al menos –para ser prudentes– tendencialmente universal. Y esto, me parece a mí, por dos razones. Una es que hoy, en la Argentina, la educación secundaria es obligatoria. Por supuesto, no se trata de que por el solo hecho de que lo sea todas las familias argentinas (que sin duda quieren cumplir esa obligación legal que hoy tienen: quién no) estén en condiciones materiales de hacerlo, pero en la medida en que muchas empiezan a poder hacerlo, y en que los números de egresos de la escuela secundaria empiezan a revelar un crecimiento sostenido, empieza también a haber muchos más jóvenes para los que ir a la universidad se presenta como una alternativa cierta. Sólo cuando la escuela secundaria es una obligación puede pensarse a la universidad como un derecho.


La otra razón por la que hoy podemos pensar a la educación superior como un derecho es que todos esos jóvenes que terminan la escuela secundaria tienen hoy –y también por primera vez– una universidad pública y gratuita razonablemente cerca de sus casas. Quiero decir: que por mucho que la Constitución y que las leyes dijeran desde hace mucho tiempo que la educación (incluida la superior) era un derecho, ese derecho no pasaba de ser meramente nominal, abstracto o formal cuando la enorme mayoría de los jóvenes, primero, no tenían la obligación de terminar el nivel educativo previo, y, segundo, y aun si habían tenido el raro privilegio de poder hacerlo, no siempre disponían después de los recursos para trasladarse a alguna gran ciudad que contara con una Universidad. La gran expansión del sistema universitario nacional vuelve hoy, entonces, mucho más efectivo, material y concreto, mucho más real y cierto, ese derecho a la educación superior para todo el mundo, al acercarle a todo el mundo la posibilidad de realizar esos estudios superiores sin grandes desplazamientos ni gastos que podían resultar inhibitorios de la posibilidad misma de ejercerlo. Hoy todas las familias argentinas tienen la obligación de mandar a sus chicos a la escuela hasta terminarla, y todos esos chicos, cuando la terminan, tienen razonablemente cerca de su casa una Universidad pública, gratuita y buena.


Quiero detenerme en esto último, que considero fundamental y atañe decisivamente al tema de la evaluación que nos convoca. Porque por supuesto que este derecho a la educación superior sobre el que estamos conversando no pasaría de ser un fraude si las instituciones en las que hoy los jóvenes argentinos pueden aspirar a ejercerlo no fueran, todas, del más alto nivel. Si tuviéramos universidades de primera y universidades de segunda. Si por un descuido que sería imperdonable permitiéramos que se generara el tácito entendido de que hay universidades para los hijos de los miembros de las élites, cuyos padres y cuyos abuelos ya fueron a la universidad antes que ellos, y universidades para los “recién llegados”, para aquellos que hoy aspiran a ejercer un derecho que antes era un privilegio exclusivo de unos pocos, y si permitiéramos que a ese entendido se agregara el de que las primeras universidades son o pueden ser de mejor calidad que las segundas. No: para que podamos hablar efectivamente de un derecho universal a la educación universitaria es necesario que esa educación universitaria sea de la más alta calidad para todo el mundo, y es aquí donde la calidad (y la evaluación de la calidad, tantas veces usada como pretexto o subterfugio para todo tipo de odiosos privilegios y exclusiones) aparece como garantía y reaseguro de ese derecho que se trata de garantizar.


Es necesario pues, en nombre de ese derecho universal que hoy queremos sostener y profundizar, evaluar con la mayor seriedad la calidad de nuestras universidades. Pero es necesario también preguntarnos qué es (qué es y por lo tanto cómo evaluarla, qué parámetros adoptar para evaluarla) esa “calidad” que nos desvela y que debe desvelarnos. Pero que no puede ser pensada ya, en ningún caso, como una calidad para pocos o como una calidad entendida, al modo tradicional (tomo esta idea de un libro reciente de Norberto Fernández Lamarra), como sinónimo de distinción o de exclusividad. Al revés –y por eso decía hace un momento que a qué cosa llamemos calidad depende de qué fines le asignemos a la Universidad–: si creemos que la Universidad es una máquina de fabricar élites, de legitimar distancias o de reproducir desigualdades, podemos imaginar que es posible una calidad para pocos, o incluso que sólo es posible una calidad para pocos. En cambio, si creemos que la Universidad es la institución pública encargada de la garantía de un derecho universal, sólo podremos pensar una Universidad de calidad como una Universidad de calidad para todos. Es necesario subrayarlo: una universidad que produce un puñado reducido de graduados de muy buena calidad no es una universidad de calidad; es una mala universidad. Una buena universidad es la que produce muchos graduados de muy buena calidad, cosa que sólo la pereza, la falta de imaginación o los prejuicios más inaceptables nos hace suponer que es imposible.


Entonces: eso, ese parámetro de calidad, o la posibilidad de avanzar hacia la consecución de una calidad entendida en esos términos, es lo que un proceso de evaluación de la calidad a la altura de las exigencias de esta hora debería ser capaz de ponderar. Me gustaría decir que esto no es fácil, y señalar, como penúltima cuestión en este rápido punteo, una razón por la que no lo es. Me refiero al modo en que en los años 90, de los que todavía estamos presos mucho más que lo que nos gusta suponer, se construyó una figura que es la que todavía sigue dominando el modo en que nos pensamos y en que nos evaluamos: la del investigador-docente. Auspiciosa figura que pretendía congregar a los dos lados de ese guión que separa y une ambas palabras las dos funciones académicas fundamentales de la vida universitaria. Pero que terminó representando menos una propicia conjunción que una tensión y hasta una contradicción, en la medida en que muchos académicos argentinos, de la mano del Programa de Incentivos a la Investigación y de otras medidas igualmente desafortunadas (o por lo menos igualmente unidireccionales), terminaron pensando su condición de investigadores como el “lado bueno”, el “lado A”, de su ser universitario, y cada vez más despreciando como a su “lado malo”, su “lado B”, a su actividad docente, que en muchas universidades argentinas, me temo, se nombra con una palabra inaceptable: como una “carga”.


La “carga de docencia”, la docencia como “carga”. Esta representación, absolutamente inadmisible, es enemiga de cualquier posibilidad de tener mejores universidades, universidades de mejor calidad, es decir, universidades mejores para todos, lo cual exige enormes esfuerzos de todos nosotros, universitarios, para hacer eso que la cantidad de chicas y muchachos que por suerte están entrando a nuestras universidades necesitan y nos reclaman que hagamos: enseñarles. Es necesario revalorizar la función de la enseñanza de grado en las universidades públicas del país, y es necesario que esa revalorización se exprese en la forma de una fuerte ponderación de esa actividad en los mecanismos de evaluación de la calidad de nuestras universidades que seamos capaces de construir. Esto requiere sin duda un esfuerzo de imaginación que tendremos que ser capaces de hacer, porque la evaluación de la función de investigación es fácil de llevar adelante en los términos que proponen los mecanismos de apreciación meritocrática de la propia corporación profesoral, mientras que la evaluación de la función de formación requiere incorporar otras variables, que preferimos suponer, y que estamos acostumbrados a creer, que no tienen nada que ver con la calidad de la docencia, como, por ejemplo, cuánto aprenden los estudiantes, qué porcentaje de estudiantes logra promover los cursos y otras de ese estilo.

Voy terminando. Pero no quiero hacerlo sin considerar una última cuestión que es necesario tener en cuenta en cualquier propuesta de evaluación de nuestras universidades. Me refiero a la importancia de los procesos de internacionalización, pero sobre todo de integración regional universitaria, sobre cuya importancia –que es evidente– no voy a extenderme acá, pero que nos plantea, quiero decir, un doble desafío. Por un lado, el de valorar, en nuestros procesos de evaluación institucional, ese componente de relaciones internacionales, de conexión internacional y sobre todo regional. Pero por otro lado (y esto es fundamental), el de avanzar en procesos supranacionales de evaluación y acreditación, que se conviertan en un instrumento para permitir o facilitar la movilidad académica en general y estudiantil en particular, así como la de los profesionales graduados en nuestras instituciones, a partir de políticas consensuadas de reconocimiento de títulos, de materias o de trayectos formativos, de desarrollo de investigaciones compartidas y de programas de formación de posgrado regionales. Fomentar los procesos de interacción y movilidad docente y sobre todo estudiantil nos permitirá al mismo tiempo mejorar la calidad de la formación de nuestros estudiantes y realizar un aporte significativo a la efectiva integración de nuestra patria sudamericana.
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